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1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor RAMIRO OSORIO CHARICHA, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales, sin hacer alusión concreta a alguno de ellos.
2.- SOLICITUD 
El señor RAMIRO OSORIO CHARICHA, quien se encuentra privado de su libertad, señala que con ocasión de petición elevada a la Defensoría del Pueblo que recibió en junio 7 de 2017, al mismo le fue allegado copia del proceso, pero éste no ha sido enviado al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas del Santuario (Ant.) quien vigila su pena. Estima que con tal omisión se vulneran sus derechos, pues no ha podido comenzar a redimir su pena por los meses de mayo y junio, pese a que otros compañeros suyos ya empezaron a hacerlo; en consecuencia solicita que se ordene al Jugado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) que envíe su expediente al Juzgado que vigila su pena.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación admitió la acción constitucional, dispuso correr traslado de la tutela al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) y ordenó vincular de manera oficiosa al Jugado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de El Santuario (Ant.), los cuales se pronunciaron de la siguiente manera: 
3.1.- La Juez Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), expresó que en ese despacho se adelantó el proceso en contra del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA por la conducta de acceso carnal violento agravado, en el cual se dictó sentencia condenatoria en junio 10 de 2015, la cual fue objeto de apelación por la abogada del procesado, por lo cual el expediente se remitió en junio 19 de 2015 para que se desatara el recurso propuesto, el cual fue asignado a uno de los magistrados de la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, sin que a la fecha se hubiere resuelto la alzada.  Estima que al no encontrarse en firme el fallo dictado, no se han enviado las actuaciones pertinentes a los Jugados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para la vigilancia de la pena impuesta.

3.2.- La Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de El Santuario (Ant.),  informa que revisados los libros de radicación y de actuaciones internas del despacho se pudo establecer que el proceso del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA no ha sido recibido y por ende no se ha avocado su conocimiento, sin que tampoco obre solicitud alguna emanada del actor.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos allegados por parte de los juzgados demandados.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), con ocasión de las diligencias que se adelantan en contra del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA, se vulneraron los derechos fundamentales reclamados.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor RAMIRO SORIO, interpone acción de tutela, con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atentaba contra sus derechos fundamentales, ya que por parte del juzgado accionado no se ha remitido el proceso ante el Juzgado que deberá ejercer la vigilancia de su pena, esto es, el de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de El Santuario (Ant.).
Como se desprende de lo informado por el accionante, su inconformidad radica en que el expediente que se surtió en su contra, donde fue condenado y por el cual se encuentra privado de su libertad, no ha sido enviado ante el funcionario encargado de la vigilancia de la pena, por lo cual no ha podido obtener la redención de pena a la que dice tener derecho, como sí lo han hecho otros compañeros suyos que fueron trasladados al centro penitenciario donde se encuentra recluido.

Pues bien, con miras a dilucidar la circunstancia problemática, el despacho recibió comunicación del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) donde se indica que en el proceso seguido en contra del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA, por conducta atentatoria contra el bien jurídico de la libertad e individual sexual, se profirió fallo condenatorio y al haber sido sustentado recurso de apelación por quien ejerció su defensa técnica, se dispuso la remisión de la actuación ante esta misma Corporación, para que sea desatada la alzada.

En efecto, se corroboró en el despacho del magistrado JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ, que el referido asunto le fue asignado en julio 10 de 2015, sin que a la fecha se hubiera dictado providencia de segunda instancia.

Tal situación, nos permite pregonar, sin lugar a dudas, que a la fecha la sentencia de condena que fuera proferida por el Juzgado de primera instancia, no ha quedado ejecutoriada, a raíz de la apelación que fuera interpuesta por la apoderada del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA.

El artículo 7° C.P.P., dispone que: “Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal, mientras no quede en firme decisión judicial definitiva sobre su responsabilidad penal […]”; así mismo el artículo 41 ídem señala que: “Ejecutoriado el fallo, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad será competente para los asuntos relacionados con la ejecución de la sanción” y finalmente el canon 459 de la misma obra, expresa: “La ejecución de la sanción penal impuesta mediante sentencia ejecutoriada, corresponde a las autoridades penitenciarias […] en coordinación con el juez de ejecución de ejecución de penas y medidas de seguridad […]“. La normativa aludida, nos permite dilucidar sin equívoco alguna que al no encontrarse actualmente en firme el fallo de condena proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) en contra del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA, aún no se ha habilitado la competencia que le asiste al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de El Santuario (Ant.), para ejercer la vigilancia de la pena que le fue impuesta al accionante.

Conforme lo tiene plasmado la H. Corte Constitucional: “El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares”. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión” 
.
En ese orden de ideas, estima la Sala que la acción de tutela resulta improcedente, por inexistencia de vulneración del derecho al debido proceso del actor, por cuanto no aparece configurado un hecho generador de la presunta afectación ya que solo en el momento en que sea desatado el recurso de apelación interpuesto por la defensa del señor RAMIRO OSORIO CHARICHA, en el evento de confirmarse la sentencia de condena y que se defina el recurso extraordinario de casación -en caso de interponerse-, se enviarán las diligencias al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que tenga competencia en el establecimiento penitenciario y carcelario donde el actor se encuentre privado de su libertad,  para que se efectúe la vigilancia de la sanción impuesta.
Así mismo y no obstante que el actor, para efectos penitenciarios aun tenga la condición de “sindicado” y no de condenado, por cuanto no existe fallo de segundo grado que ponga fin a la instancia, tal situación no lo releva de la posibilidad de obtener su redención de pena, por estudio, el cual es un derecho que le asiste a las personas privadas de su libertad,  pues como se plasma en el canon 97 de la Ley 65/93 -Código Penitenciario y Carcelario-: “los procesados también podrán realizar actividades de redención pero solo podrá computarse una vez quede en firme la condena, salvo que se trate de resolver sobre su libertad provisional por pena cumplida”.
Por lo anterior y sin lugar a mayores consideraciones, estima la Sala que la acción constitucional impetrada por el ciudadano RAMIRO OSORIO CHARICHA se torna improcedente y así se decretara.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el interno RAMIRO OSORIO CHARICHA. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-130 de 2014. 
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